Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día: proyecto de ley por 
el que se pretende incluir un nuevo literal al artículo 33 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera -TOCAF-, relacionado con los servicios de dragado de la Administración 
Nacional de Puertos. 


La Comisión ya ha recibido la visita del Directorio de la mencionada Administración y tengo la 
impresión de que todos estamos contestes en que corresponde incluir dentro de las excepciones del 
artículo 482 de la Ley N* 15.903, a la Administración Nacional de Puertos. 


Entendemos que este proyecto de ley que ha sido aprobado por la Cámara de 
Representantes presenta un problema de técnica legislativa -así se lo hemos planteado al señor 
Senador Tajam-, pues por él se propone agregar un literal al artículo 33 del TOCAF que, como los 
señores Senadores saben, no es una ley. En consecuencia, de existir acuerdo en la Comisión, sería 
partidario de introducirle una pequeña y sencilla modificación que podría consistir en establecer lo 
siguiente: “Incluir en las excepciones dispuestas por el artículo 482 de la Ley N* 15.903 a:” y 
continuaría tal como está. Creo que se podría redactar con ese sentido. Además, creo que no tenemos 
tanta urgencia. 


SEÑOR TAJAM.- Estuvimos analizando los antecedentes de situaciones similares y observamos que 
en el propio TOCAF figuran todas las fuentes que han ido cambiando el texto original. En la gran 
mayoría de ellas, se optó por establecer: “Incorpórase al artículo 33 del TOCAF”. Antes la referencia 
era a literales pero ahora debemos hacerla a numerales; de manera que solo por esa modificación el 
proyecto de ley debería volver a la Cámara de Representantes. 


La duda que tengo es si la referencia al artículo 482 de la Ley N* 15.903 nos llevará a que 
debamos incluir, como se hace habitualmente, la expresión: “en la redacción dada por”, y a hacer todas 
las referencias a los cambios introducidos a la ley original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no tenemos ese problema. Bastaría con que se dijera que se 
incluyen en las excepciones establecidas por el numeral 3% del artículo 482, las adquisiciones o 
contrataciones, y con eso quedaría comprendido. Lo que correspondería, en la Ley de Rendición de 
Cuentas o en una ley aparte, es hacer un nuevo artículo 482 donde eso se estableciera claramente y 
se incorporaran todas las excepciones. Eso sería lo lógico. [Es verdad que nosotros podríamos, 
perfectamente, modificar el TOCAF como se hizo en varias oportunidades anteriores. Eso ha sido así y 
ha estado mal. Me parece que podríamos aprovechar esta circunstancia para mejorar un poco los 
textos legislativos con esa solución y cuando venga la Rendición de Cuentas -si los señores Senadores 
están de acuerdo-, en consulta con el Poder Ejecutivo, hacer una redacción definitiva del artículo 482. 


SEÑOR ABREU.- Pido disculpas porque no estuve presente en la sesión pasada cuando se discutió 
este tema. 


El aspecto central de la modificación está vinculado a la compra directa, pero agrega además 
el efecto suspensivo. Son dos cosas: que una licitación pueda ser realizada por compra directa y que 
el recurso administrativo que se presente no tenga el efecto suspensivo, salvo que lo resuelva el 
jerarca de la empresa contratante. Son dos excepciones, porque aunque el acto administrativo 
adjudique directamente, está sujeto al recurso que le pueda interponer el titular de un derecho directo, 
personal y legítimo. Entonces, generalmente en la práctica se utiliza el levantamiento del efecto 
suspensivo por parte de la Administración. En este caso, cuando se establece la adjudicación directa el 
levantamiento del efecto suspensivo es automático, por lo que no tiene una limitación o una demora en 
el proceso. 


Dentro del mayor espíritu de buscar celeridad y funcionamiento, la adjudicación directa es 
una excepción importante porque evita la competencia y deja en el ámbito de la Administración Pública 
la discrecionalidad. Si a eso le agregamos que los recursos no tendrán efecto suspensivo, le damos 
una irreversibilidad respecto de quienes puedan tener algún elemento con respaldo jurídico para 
recurrir el acto administrativo. Esa es mi duda. También es cierto que el propio órgano de la 


Administración puede levantar el efecto suspensivo. No veo la utilidad de establecer directamente que 
no tenga efecto suspensivo porque lo tendrá que levantar el jerarca de la empresa contratante, a pesar 
de haber una habilitación legal para adjudicar en forma directa la licitación. Es una garantía que para 
mí no es de lentitud, porque la propia Administración en 24 horas puede levantar el efecto suspensivo. 
Pero me parece que consagrarlo por ley podría ser un camino excesivamente expedito para evitar 
problemas que después se producen igual, de otras maneras, por la vía lateral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el Directorio de la Administración Nacional de Puertos estuvo 
presente, abundó en este tema porque se ven necesitados de contar con estas herramientas en todo lo 
que tiene que ver con el servicio de dragado y es exclusivamente para dicho servicio. Por eso, incluso, 
proponía esta modificación porque me parece que no tiene todas las características similares a las 
otras excepciones. Se agrega que están limitados, circunscripto al dragado, y se agrega también la 
segunda parte, que tiene que ver con las impugnaciones o recursos. Ese es el espíritu y la intención 
de quienes reclamaron una solución de estas características. 


SEÑOR RUBIO..- En realidad, creo que se reproduce el texto, y se trata de excepciones a la licitación 
pública u otro procedimiento competitivo expresamente previsto, que habilita a que se puedan realizar 
compras o contrataciones directas por el procedimiento que el ordenador determine. Por tanto, creo 
que se está siguiendo el texto de los numerales 21 y 22 del artículo 33 del TOCAF, donde se introdujo 
el tema de las empresas en régimen de competencia como es el caso de Antel. 


Luego este concepto se extendió a otros Entes. En el numeral 22 se expresa: “La contratación 
de bienes o servicios, cualquiera sea su modalidad, por parte de los entes autónomos y servicios 
descentralizados integrantes del dominio industrial, comercial y financiero del Estado, destinada a 
servicios que se encuentren de hecho o de derecho en regímenes de libre competencia. Las 
impugnaciones” -aquí reproduce el texto- “o recursos que en tales casos se interpusieran, en cualquier 
etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el jerarca de la 
empresa contratante.” Se reproduce lo que está vigente en estas otras situaciones. 


El numeral 21, que se refiere a Antel, también incluye este concepto, y figura con el mismo 
texto, así como el 22 y el 23 referido a ANCAP. Desde este punto de vista, creo que hay una diferencia 
conceptual. Por tanto, soy partidario de mantener el texto tal como viene porque si hay que hacer una 
modificación  -atendiendo a la preocupación que manifiesta el señor Senador Abreu-, habría que 
realizarla para todos los casos. Pero es preferible dar esa discusión cuando se analice toda la 
redacción del sistema de excepciones del artículo 33 del TOCAR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de las observaciones del señor Senador Abreu, propondría la 
siguiente redacción: “Artículo Único.- De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 482 de la Ley N* 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987, numeral 3%, la Administración Nacional de Puertos podrá, directamente o 
por el procedimiento que el Ordenador determine, por razones de buena administración: 


Realizar las adquisiciones o contrataciones referidas a repuestos, reparaciones y 
mantenimiento para los servicios de dragado. 


Las impugnaciones o recursos que en tales casos se interpusieran, en cualquier etapa del 
procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el jerarca de la empresa 
contratante.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ABREU.- Temo que toda la buena intención con que hemos acompañado esta celeridad se 
pueda ver obstaculizada por quienes se sientan perjudicados y puedan generar una situación de crítica 
pública, más que de movilización político-jurídica, por decirlo así, sobre todo cuando la Administración 
tiene la posibilidad de levantar inmediatamente el efecto suspensivo. Distinto sería si no la tuviera, pero 
ya estamos viendo en el tema de los dragados algunos problemas. 


Si bien me avengo a lo que se decida, quiero dejar planteada esta advertencia por las dudas, 
porque en este juego donde se manejan cifras muy importantes, aunque se le diga a la empresa que 
esto no tiene efecto suspensivo igual va a plantear el recurso y, después, cuando esté avanzada la 
adjudicación directa apuntará a resolver el tema de los daños y perjuicios en el ámbito contencioso 
administrativo. 


Quería advertir sobre esto porque no se trata de un tema de lentitud ya que después se 
puede levantar el efecto suspensivo, como sucede tantas veces, y se sigue de largo. Sin embargo, esto 
también ayuda a pensar a la Administración, a levantar un poco la vista porque cuando se da vía libre, 
los mandos medios -o los que no estén tan directamente vinculados a la orientación política- pueden 
tener algún tipo de falla que después los propios Directores descubran al final de un camino que fue 
habilitado sin ningún tipo de reflexión en el medio. Distinto sería si esta suspensión se planteara de 
forma permanente. 


En definitiva, creo que siempre es bueno tener una visión distinta o levantar la vista a tiempo 
frente a determinado recurso, sobre todo, si tiene que ver con obras que son importantísimas. 


No tengo problema a este respecto, pero simplemente quería dejar constancia de mi 
preocupación. 


SEÑOR RUBIO.- En todo caso, dada la envergadura de las empresas habría que analizar el tema con 
un carácter más general porque también las otras situaciones son similares, incluso, en cuanto a 
montos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, el señor Senador Tajam 
podría ser el Miembro Informante de este proyecto de ley. 


(Apoyados.) 


A continuación, deberíamos considerar el proyecto de ley que figura como cuarto punto del 
Orden del Día: Sociedades Comerciales, pero dejaremos en suspenso su análisis hasta contar con la 
presencia del señor Senador Michelini. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 33 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


